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Expediente D-7977



Concepto No.4929
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2o., y 278, numeral 5o., de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda instaurada ante esa Corporación por el ciudadano Juan Gabriel Rojas López, quien en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6o., y 242, numeral 1o., de la Constitución Política, ha solicitado a la Corte Constitucional que declare la inconstitucionalidad del parágrafo del artículo 1º y el parágrafo 1º del artículo 5º, de la Ley 1333 de 2009 (publicada en el Diario Oficial No.47.417 del  21 de julio de 2009 )  y cuyo texto  es el siguiente:

Artículo 1º. Titularidad de la potestad sancionatoria en materia ambiental.

(...)

Parágrafo. En materia ambiental, se presume la culpa o el dolo del infractor, lo cual dará lugar a las medidas preventivas. El infractor será sancionado definitivamente si no desvirtúa la presunción de culpa o dolo para lo cual tendrá la carga de la prueba y podrá utilizar todos los medios probatorios legales.

Artículo 5º. Infracciones.

Parágrafo 1º. En las infracciones ambientales se presume la culpa o dolo del infractor, quien tendrá a su cargo desvirtuarla.”
1.  Planteamientos de la demanda  

El ciudadano demandante manifiesta que la disposición impugnada vulnera los artículos 4 y 29 de la Constitución Política por las siguientes razones:

1.1. Las disposiciones objetadas son abiertamente contrarias al postulado constitucional del debido proceso y desconocen el principio de la presunción de inocencia que se encuentra contemplado en el artículo 29 de la Carta Política al establecer, por un lado, que en materia ambiental se presume la culpa y el dolo del infractor y, por el otro, la inversión de la carga de la prueba a nivel sancionatorio administrativo.

1.2. De la misma manera el accionante sostuvo que el principio de presunción de inocencia contemplado en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, representa una de las más importantes garantías constitucionales con las que cuenta el ciudadano en general, la persona dentro del contexto del Estado Social y democrático de Derecho, toda vez que se yergue como elemento de protección de sus derechos fundamentales contra la posibilidad del ejercicio arbitrario del poder del Estado, que representado en el IUS PUNIENDI, máxima expresión del poder material que el Estado puede tener frente a la persona. 
1.3. Por último manifiesta que la violación se concreta en que la disposición demandada representa una violación flagrante del principio de supremacía normativa de la Constitución Nacional en su articulo 4º, al contemplar que el Estado, en un procedimiento sancionador, queda relevado de la carga de probar el principio de presunción constitucional de inocencia, y que es al investigado (presunto infractor) al que le corresponde desvirtuar la presunción de culpabilidad, de lo que nace el vicio de inconstitucionalidad. 

2.  Problema jurídico
Corresponde establecer si el parágrafo del artículo 1º y el parágrafo 1º del artículo 5º, de la Ley 1333 de 2009, por el cual se establece el procedimiento sancionatorio ambiental y se dictan otras disposiciones, desconoce los principios constitucionales de debido proceso, presunción de inocencia y supremacía de la Constitución Nacional.

3. Análisis del Ministerio Público sobre los argumentos expuestos por el demandante. 

3.1. El primer tema que es necesario abordar consiste en señalar que este Despacho en conceptos anteriores relacionados con materias similares a la que ahora nos ocupa, y en las objeciones presidenciales (4677-2009), ha sostenido que  la Carta Política de 1991 ha sido denominada “Constitución Ecológica”, debido a la existencia de una serie de preceptos que buscan la conservación, planificación y control del medio ambiente, con miras a lograr la supervivencia de las generaciones presentes y futuras, y a permitir el desarrollo económico y social, salvaguardando siempre los recursos naturales renovables.

Así, el ordenamiento constitucional, de una parte, consagra el derecho deber de todas las personas de conservar un ambiente sano, lo mismo que los derechos a la salud y al saneamiento ambiental, los cuales, a su vez, tienen el carácter de servicio público (artículos 49, 79, 95, numeral 8, 365 y 366); y, de otra parte, imponen al Estado una serie de obligaciones relacionadas con el ambiente, tales como proteger la diversidad e integridad de las riquezas naturales de la Nación; conservar las áreas de especial importancia ecológica; fomentar la educación para esos fines; planificar el manejo y aprovechamiento de tales recursos para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución; prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental; exigir la reparación de los daños causados y cooperar con otras naciones en la protección de los ecosistemas ubicados en las zonas de frontera (artículos 8, 67, 79 y 80).
3.2 En este sentido, el ordenamiento superior colombiano faculta al Legislador para definir los casos de responsabilidad civil objetiva por el daño inferido a los derechos e intereses colectivos (artículo 88, inciso tercero, superior), como una forma excepcional de salvaguardar los intereses y derechos colectivos relacionados con el pleno disfrute de un ambiente sano para todos.

3.3 Del examen de las disposiciones constitucionales y legales mencionadas se llega a la conclusión, que efectivamente el Estado y los particulares tienen el deber de garantizar el derecho de todas las personas a gozar de un ambiente sano, para lo cual se deben prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental y, en su caso, exigir la reparación de los daños causados. Sin embargo, para cumplir tales funciones no es necesario llegar a medidas tan extremas como las de limitar otro derecho también importante y de naturaleza fundamental como es el debido proceso, al presumir el dolo y la culpa en toda acción u omisión que constituya violación de las normas ambientales. 

4. Las sanciones que se derivan del procedimiento sancionatorio ambiental afectan los derechos fundamentales
4.1. Podemos señalar que en materia ambiental es necesario tener en cuenta que el tipo de análisis que deben adelantar las autoridades administrativas en relación con la ocurrencia de los hechos constitutivos de infracciones ambientales es naturalmente distinto a los demás casos de infracciones administrativas (como la aduanera, cambiaria, fiscal o disciplinaria), en los que se reprocha una conducta ilegal o inconstitucional. En este ámbito, los particulares y el Estado no pueden eliminar todo tipo de riesgos, puesto que algunos de tales riesgos son asumidos como cargas soportables y necesarias para el desarrollo social. Por esta razón, la sociedad soporta la creación de ciertos riesgos que se consideran jurídicamente aprobados o permitidos y que no generan responsabilidad, lo cual impone que cuando se trate de los riesgos permitidos, la autoridad competente debe demostrar que se cometió con culpa y debe evaluar el grado de la misma en la producción del daño.
4.2 En el presente caso, la vulneración del artículo 29 de la Constitución depende del alcance que se otorgue al derecho al debido proceso en las actuaciones administrativas, en particular, de la posibilidad de imponer sanciones de plano en materia ambiental. 

Al  respecto, conviene recordar que el propio Constituyente hizo extensiva tal prerrogativa a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas (CP 29), de manera que las garantías mínimas que integran el debido proceso penal son aplicables, aunque con algunas atenuaciones, a las demás actividades sancionatorias del Estado, tal como lo reconoció la Corte Constitucional al resaltar que: 

“De otra parte, la legislación preconstitucional contencioso administrativa recoge en sus principios orientadores la imparcialidad, publicidad y contradicción de todas las actuaciones administrativas (D. 001 de 1984, art. 3º). La potestad sancionatoria de la administración debe ceñirse a los principios generales que rigen las actuaciones administrativas, máxime si la decisión afecta negativamente al administrado privándolo de un bien o de un derecho: revocación de un acto favorable, imposición de una multa, pérdida de un derecho o de una legítima expectativa, modificación de una situación jurídica de carácter particular y concreto, etc. En tales casos, la pérdida de la situación jurídico-administrativa de ventaja debe ser consecuencia de una conducta ilegal y culposa cuya sanción sea impuesta al término de un procedimiento en el que esté garantizada la participación del sujeto y el ejercicio efectivo de su derecho de defensa.”
 (subrayado fuera del original)       

Lo anterior, por cuanto la estimación de los hechos y la interpretación de las normas son expresión directa de la potestad punitiva del Estado, cuyo ejercicio legítimo debe sujetarse a los principios mínimos establecidos en defensa del interés público y de la dignidad humana, entre ellos, los principios de legalidad, imparcialidad y publicidad, la presunción de inocencia, las reglas de la carga de la prueba, el derecho de defensa, la libertad probatoria, el derecho a no declarar contra sí mismo, el derecho de contradicción, la prohibición del non bis in idem  y de la analogía in malam partem, entre otras.
A su vez, en la sentencia C-616 de 2002, la Corte señaló los casos en los que procede la responsabilidad objetiva. Los siguientes son los apartes pertinentes de dicha sentencia:

“La imposición de sanciones por responsabilidad objetiva es de carácter excepcional en el régimen constitucional colombiano, tal como fue ya visto en este fallo, y se encuentra por ello sujeta a estrictos requisito. En efecto, las sanciones por responsabilidad objetiva se ajustan a la Carta siempre y cuando (i) carezcan de la naturaleza de sanciones que la doctrina llama rescisorias, es decir, de sanciones que comprometen de manera específica el ejercicio de derechos y afectan de manera directa o indirecta a terceros; (ii) tengan un carácter meramente monetario; y (iii) sean de menor entidad en términos absolutos (tal como sucede en el régimen cambiario donde la sanción corresponde a un porcentaje del monto de la infracción o en el caso del decomiso en el que la afectación se limita exclusivamente a la propiedad sobre el bien cuya permanencia en el territorio es contraria a las normas aduaneras).

4.3 En este orden de ideas, si lo que se pretendía con los parágrafos demandados era imponer un régimen de responsabilidad objetiva en materia ambiental, autorizado por el propio Constituyente, es evidente que no resultaba necesario para tal efecto crear una presunción de culpa o dolo en contra del infractor, lo cual resulta inconstitucional por atentar contra la presunción de inocencia, en razón de que ni aun la notoriedad de la infracción o la posible prueba objetiva de la misma, justifican una sanción que prive de cualquier elemental garantía de defensa al inculpado, quedando ésta reducida al mero ejercicio posterior de los recursos administrativos.

4.4 Las disposiciones impugnadas no regulan situaciones de culpa derivada de actividades peligrosas o riesgosas que permita la aplicación de la teoría del riesgo en el procedimiento sancionatorio ambiental, no sólo porque es una tesis propia de la responsabilidad civil extracontractual y, por ende, ajena a las disciplinas sancionadoras, sino también porque la sanción administrativa surge de una infracción en materia ambiental y no del ejercicio de una actividad riesgosa o peligrosa.
5. Conclusión
Por lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional declarar la INEXEQUIBILIDAD del parágrafo del artículo 1º y el  parágrafo 1º,  del artículo 5º de la ley 133 de 2009, por los aspectos aquí analizados.

|
Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO
Procurador  General  de la Nación 

CEVV/WA.

� Corte Constitucional. Sentencia T-145 de 1993. M.P. Eduardo Cifuentes  Muñoz. Reiterada recientemente en las sentencias C-506 de 2002 y C-669 de 2005.
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